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IN T R O D U C C IÓ N
Hasta el presente se han producido escasos estudios que aborden el sistema

político y  social departamental, así como el papel de la prefectura en la cons-
titució n, consolidació n y  la posterior formació n de las reg iones. E n efecto, la
may or parte de los estudios producidos con posterioridad a la L ey  de D escen-
traliz ació n A dministrativ a está n referidos al niv el municipal.

E l presente artículo es el resultado, en primer lug ar, de nuestra participa-
ció n en el estudio de E v aluació n de las capacidades institucionales y  de g es-
tió n de las prefecturas realiz ado a fines de 2 0 0 1  y  principios de 2 0 0 2  por
encarg o del V iceministerio de C oordinació n G ubernamental - M inisterio de
la P residencia; y , en seg undo lug ar, de posteriores reflex iones e intercambios
de informació n y  puntos de v ista con nuestros coleg as del P rog rama de A poy o
a la G estió n P ú blica D escentraliz ada y  L ucha C ontra la P obrez a (P A D E P -
G T Z ).

E n dicho estudio se analiz ó  las capacidades de g estió n financiera, g estió n
interna, planificació n, g estió n política, inv olucramiento social y  normativ a
leg al, habié ndonos correspondido la tarea de ev aluar la g estió n política de las
prefecturas y  el inv olucramiento de actores sociales en la g estió n prefectural,
respectiv amente. D e donde, en este artículo, daremos cuenta de los principa-
les resultados y  conclusiones de la ev aluació n en estos dos á mbitos que, por
cierto, está n muy  relacionados entre sí.
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• Socióloga, asesora Principal PADEP/GTZ, docente CIDES/UMSA.

•• Psicóloga Social, Asesora Té cnica PADEP/GTZ.
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Nuestro propósito es evaluar las capacidades de las prefecturas para cumplir
con los objetivos del proceso de descentralización y de desempeñ o de las fun-
ciones y competencias que les atribuye la Constitución Política del Estado y
otras leyes de la república, particularmente la Ley Nº  16 5 4  de Descentraliza-
ción Administrativa. En ese contexto, identificamos algunos de los factores
políticos que influyen en el desempeñ o de las prefecturas, la influencia e inje-
rencia de la administración centralizada en la constitución de un sistema polí-
tico y social departamental, que impiden la conformación de una comunidad
política regional, así como los factores que determinan la mayor o menor ca-
pacidad de las prefecturas para involucrar a las organizaciones de la sociedad
civil en los procesos de planificación y ejecución de planes, programas y pro-
yectos departamentales.

 1 . DE F INICIÓN CONCE PTUAL  DE L  Á RE A DE  ANÁ L ISIS Y DE L
NIV E L  DE PARTAM E NTAL

Este trabajo se refiere a la organización política del Estado a nivel subnacio-
nal y la gobernabilidad departamental, en el contexto de la democracia repre-
sentativa o más bien « delegativa» . B ajo el concepto de democracia « delegativa»
O ’ Donnell (19 9 4 ) señ ala una concepción y práctica del Poder Ejecutivo que
presupone que éste tiene el derecho delegado por el electorado de hacer lo que
le parezca adecuado para el país. También afirma que en las democracias esta-
blecidas, las democracias delegativas son inherentemente hostiles a los patro-
nes de representación normales a la creación y establecimiento de instituciones
políticas y, especialmente a lo que denomina « responsabilidad horizontal» .
Por su parte, Calderón (19 9 8 ) entiende que la gobernabilidad está conectada
con la capacidad política de una sociedad y debe ser vista como una construc-
ción política. Esta construcción involucra a un conjunto de acciones asociadas
con la formación del poder, liderazgo y autoridad. En general, la gobernabili-
dad refiere a la construcción del orden; mientras que la gobernabilidad demo-
crática refiere a la construcción de un orden institucional de procesamiento de
los conflictos de forma plural y abierta.

La gobernabilidad democrática está conectada con la capacidad política
de una sociedad y debe ser vista como una construcción que involucra un
conjunto de acciones asociadas con la formación de un sistema de relacio-
nes políticas, que implica poder, autoridad y liderazgo. El orden institu-
cional debe estar dotado de legitimidad colectiva y, a la vez, de un régimen
eficaz de vida pública (Arbós y Giner, 19 9 3 ). Legitimidad y eficacia son
cualidades necesarias para la estabilidad del gobierno y del orden social.
La gobernabilidad consiste en la capacidad de un gobierno de ejercer, a la
vez, las dos funciones.
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La legitimidad del gobierno es la condición de «aceptable» que tiene su
autoridad ante los ojos de los ciudadanos. En democracia, la condición nece-
saria para calificar a un gobierno de legal es que tenga su origen en elecciones
libres y competitivas. Junto a la legalidad electoral originaria, éstos han de
conseguir legitimar el ejercicio mismo de su poder, ya que su ejercicio cotidia-
no se ve sometido a una fuerte presión de las demandas sociales.

Los gobernantes actuales deben ser eficaces a la hora de satisfacer demandas
sociales, las que muchas veces se formulan sin que existan las estructuras adminis-
trativas idóneas para satisfacerlas. La sobrecarga que conlleva la multiplicidad de
demandas, juega en contra de la eficacia de la acción del gobierno y, al no satisfa-
cerlas, se erosiona la legitimidad cotidiana del gobierno (Arbós y Giner, 1993).

Es en este ámbito que corresponde a la autoridad designada crear las condi-
ciones necesarias para el levantamiento ordenado de la demanda social, gene-
rar los espacios que se requieran para involucrar a los actores sociales en los
procesos del desarrollo socioeconómico, convocar a las organizaciones e insti-
tuciones de la sociedad civil a compartir la responsabilidad de ejecutar planes
y proyectos acordados. En Bolivia, estos procesos están debidamente estable-
cidos y responden a la norma básica del S istema Nacional de Planificación.

La democracia es un sistema de derechos positivos, pero no genera automá-
ticamente las condiciones requeridas para el ejercicio efectivo de la ciudada-
nía, el que contempla derechos y obligaciones (Pasquino, 1999). En Bolivia,
la instauración de la democracia representativa y la vigencia del nuevo modelo
de desarrollo han permitido al país realizar un conjunto de reformas de prime-
ra, segunda y tercera generación. Dentro de ellas, se ha intentado implantar
una reforma del Estado que permita, entre otros aspectos, acercar al ciudada-
no a la gestión y hacerla más eficiente. S in embargo, luego de más de una
década de aquellas reformas, uno de los escollos que se observa es la tentativa
de conciliar un Estado moderno con una sociedad arcaica. Como en otros
países de la región, el problema de la gobernabilidad está fundado en la con-
tradicción y paradoja entre tratar de mantener un orden jurídico y político
basado en el principio de la igualdad básica entre los ciudadanos y, al mismo
tiempo, preservar el nivel de desigualdad en el acceso a la distribución de la
riqueza y de los bienes públicos (Castañeda, cit. por F leury, 1999).

La ciudadanía se puede ejercer de forma plena sólo cuando el sistema nor-
mativo está guiado por criterios universales, impera el Estado de derecho y los
poderes públicos están dispuestos a proteger los derechos y son capaces de
hacerlo. Además, cuando todas las personas gozan ciertos prerrequisitos eco-
nómicos y sociales que las habilita para aquel ejercicio. Y  sólo un Estado efec-
tivo puede generar las condiciones que aseguran la realización universal de la
ciudadanía (O’Donnel, 1992).
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Es menester asegurar lo universal y predecible de los derechos (Przeworski et
a l, 1999). Como lo han demostrado varias experiencias nacionales, para que
el ejercicio de la ciudadanía sea predecible y efectivo en un régimen democrá-
tico, el Estado debe cumplir al menos tres condiciones: a) los gobiernos y
funcionarios tienen que actuar de acuerdo a la Constitución y las leyes;  b) que
exista un sistema legal universalista que es una dimensión constitutiva del
orden que garantiza un Estado en un territorio determinado (incluye los dere-
chos y obligaciones del derecho público y también las regulaciones de las rela-
ciones privadas); y c)la vigencia y efectividad de los derechos de ciudadanía
depende de la calidad y cantidad de la presencia del Estado en las relaciones
privadas.

Se debe mencionar, una vez más, que, para que todos ejerzan efectivamente
sus derechos ciudadanos deben darse las condiciones sociales necesarias, ya
que aquellos sólo están al alcance de aquellas personas que disfrutan un míni-
mo de seguridad material, educación, acceso a la información, etc. En suma,
tanto los ciudadanos como el Estado deben definir sus papeles en la democracia.
La ciudadanía y el Estado deben definir un conjunto mutuo de obligaciones.

Como ya es común afirmar, Bolivia vive un proceso de cambios caracteriza-
dos por el desafío de armonizar la democracia política, el desarrollo económi-
co y la equidad social. Estos desafíos se expresan en el diagnóstico de que la
«pobreza, la inequidad y la exclusión son los problemas más severos que afec-
tan a la democracia y gobernabilidad; consecuentemente, la preservación de la
democracia exige atender prioritariamente esos retos» (FU NDEMOS/Funda-
ción Hans Seidel, 2001). La democracia, como la definición de reglas legíti-
mas de competencia política en la cual se permite la participación no
discriminada presupone la certeza en relación con las reglas del juego, acom-
pañada de la incertidumbre en relación con sus resultados.

La relación entre el Estado y la sociedad en Bolivia se ha distinguido por tres
características centrales que actúan de manera sinérgica, cada una de ellas po-
tenciando a las demás. En esas características pueden encontrarse las raíces de
la crisis estructural del Estado, actualmente potenciada y ampliada por el pro-
ceso de globalización de la economía mundial. El patrimonialismo, el autori-
tarismo y la exclusión son las características principales de la relación entre el
Estado y la sociedad que se mantienen en la actualidad.

Ante aquellas características, el proceso de descentralización debe perseguir
la afirmación de un comportamiento ciudadano por parte de la población,
para lo cual debe, por un lado, «empoderar» a la comunidad respecto de sus
derechos y obligaciones; y, por otro lado, debe conformar en la ciudadanía
redes de usuarios o clientes. Más específicamente, el gobierno debe formular y
regular más que operar; facultar a las comunidades, estimular a la competencia
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y él mismo ser competitivo, orientar la gestión sobre la base de resultados,
financiar el desempeño institucional y satisfacer las expectativas de los usua-
rios de los servicios públicos.

Estos procesos funcionan cuando la ciudadanía se «apropia» de las institu-
ciones y de los servicios. En este sentido, es importante un proceso ininte-
rrumpido de educación ciudadana para convertirla en un agente de exigencias
de eficiencia en el servicio público. Esta apropiación del sentido público de los
servicios y las instituciones es posible solamente si se abren espacios de discu-
sión acerca de temas públicos (carácter deliberativo de la democracia) y si se
instituyen gerencias públicas democratizantes marcadas por sus estrategias de
responsabilidad social.

2 . MARCO NORMATIVO: ATRIB UCIONES Y COMPETENCIAS DEL
NIVEL DEPARTAMENTAL

El proceso de descentralización, que en el país se (re)inicia en 1994, se ins-
cribe en las llamadas «R eformas de segunda generación». Se basa en los si-
guientes instrumentos legales:
• Ley Nº 1615 (06/02/95) que aprueba las R eformas a la Constitución Po-

lítica del Estado
• Ley Nº 1551 (20/04/94) de Participación Popular
• Ley Nº 17 02 de Modificación a la Ley de Participación Popular y a la Ley

Orgánica de Municipalidades
• Ley Nº 1654 (28/07 /95) de Descentralización Administrativa
• Ley Nº 17 88 (16/09/97 ) de Organización del Poder Ejecutivo
• Ley Nº 2028 (28/10/99) de Municipalidades
• Leyes (anuales) del Presupuesto General de la Nación
• Otras leyes, decretos supremos y normas jurídicas conexas.

La Constitución Política del Estado determina que «en cada departamento
el Poder Ejecutivo está a cargo y se administra por un prefecto, designado por
el presidente de la R epública. El prefecto ejerce la función de comandante
general del departamento, designa y tiene bajo su dependencia a los sub pre-
fectos en las provincias y a los corregidores en los cantones, así como a las
autoridades administrativas departamentales cuyo nombramiento no esté re-
servado a otra instancia. Sus demás atribuciones se fijan por ley. Los senadores
y diputados podrán ser designados prefectos de departamento, quedando sus-
pensos de sus funciones parlamentarias por el tiempo que desempeñen el car-
go» (Art. 109). Además, establece que «el Poder Ejecutivo a nivel departamental
se ejerce de acuerdo a un régimen de descentralización administrativa. En
cada departamento existe un consejo departamental, presidido por el prefec-
to, cuya composición y atribuciones establece la ley» (Art. 110).
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Las atribuciones del prefecto a las que se refiere la CPE están definidas en el
artículo 5 de la Ley Nº 1654 de Descentralización Administrativa y son las
siguientes:

a) Cumplir y hacer cumplir la Constitución Política del Estado, las leyes, los decretos y las resolucio-
nes.

b ) D entro de la personalidad jurídica del Estado, ejercer la representación leg al de la prefectura, de
acuerdo a los alcances estab lecidos en la presente ley.

c) Conserv ar el orden interno en el departamento.
d) A dministrar los recursos económicos y financieros y los b ienes de dominio y uso departamental.
e) F ormular y ejecutar los planes departamentales de desarrollo económico y social, de acuerdo a las

normas del S istema N acional de Planificación, en coordinación con los g ob iernos municipales
del departamento y el M inisterio de D esarrollo S ostenib le y M edio A mb iente, en el marco del
Plan G eneral de D esarrollo Económico y S ocial de la R epú b lica.

f ) F ormular y ejecutar prog ramas y proyectos de inv ersión pú b lica en el marco del plan departa-
mental de desarrollo y de acuerdo a las normas del S istema N acional de Inv ersión Pú b lica y al
ré g imen económico y financiero de la presente ley, en las á reas de:

- Construcción y mantenimiento de carreteras, caminos secundarios y aq uellos concurrentes con los
g ob iernos municipales.

- Electrificación rural
- Infraestructura de rieg o y apoyo a la producción
- Inv estig ación y ex tensión té cnico-científica
- Conserv ación y preserv ación del medio amb iente
- Promoción y turismo
- Prog ramas de asistencia social
- Prog ramas de fortalecimiento municipal
- O tros concurrentes con los G ob iernos M unicipales.
g ) A dministrar, superv isar y controlar, o por deleg ación del g ob ierno nacional, los recursos humanos

y las partidas presupuestarias asig nadas al funcionamiento de los serv icios personales de educa-
ción, salud y asistencia social en el marco de las políticas y normas para la prov isión de estos
serv icios.

h) A dministrar, superv isar y controlar el funcionamiento de los serv icios de asistencia social, depor-
tes, cultura, turismo, ag ropecuarios y v ialidad, con ex cepción de aq uellos q ue son de atrib ución
municipal, preserv ando la integ ridad de las políticas nacionales en estos sectores.

i) Elab orar el proyecto de presupuesto departamental de conformidad a las normas del S istema
N acional de Presupuesto, y remitirlo al consejo departamental para su consideración y posterior
remisión a niv el nacional para el cumplimiento de las normas constitucionales.

j) Ejecutar el presupuesto departamental en el marco de las normas del S istema N acional de A dmi-
nistración F inanciera y Control G ub ernamental, y presentar la cuenta de ing resos y eg resos anual
ejecutada al consejo departamental para su aprob ación.

k ) Promov er la participación popular y canaliz ar los req uerimientos y relaciones de las org aniz acio-
nes indíg enas, campesinas y v ecinales por medio de las instancias correspondientes al Poder Eje-
cutiv o.

l) Canaliz ar los req uerimientos, g estiones y relaciones de los g ob iernos municipales en el marco de
las competencias transferidas.

m) D ictar resoluciones administrativ as, suscrib ir contratos y conv enios, deleg ar y desconcentrar fun-
ciones té cnico-administrativ as.

n) R esolv er los recursos administrativ os q ue se interpong an con relación a materias de su competencia.
o) D esig nar a los sub prefectos en las prov incias, a los correg idores en los cantones y al personal
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dependiente, cuyo nombramiento no este reservado a otras instancias.
p) Designar a las autoridades administrativas departamentales cuyo nombramiento no esté reserva-

do a otras instancias. Su número, sus atribuciones y forma de designación, serán establecidas y
determinadas mediante Decreto Supremo.

q) Gestionar créditos para inversión.
r) Otorgar personalidad jurídica con validez en todo el territorio nacional a las fundaciones, aso-

ciaciones y sociedades civiles, constituidas en el territorio nacional o en el extranjero, siempre que
estas hubieren establecido domicilio en su jurisdicción. Registrar la personalidad jurídica de las
comunidades campesinas, pueblos indígenas y juntas vecinales.

s) Presidir sesiones del Consejo Departamental, con derecho a voz y voto dirimidor, con excepción
de aquellos casos referidos a la facultad de fiscalización del Consejo.

t) Promover la inversión privada para el departamento.
u) Otras atribuciones asignadas por la legislación vigente y aquellas que sean delegadas mediante

Decreto Supremo.

La Estructura Orgánica vigente de las Prefecturas de Departamento ha sido
definida mediante el Decreto Supremo Nº 25060, y está compuesta por los
siguientes niveles:

1. Nivel superior • Prefecto del Departamento
• Consejo Departamental

2.  Nivel de coordinación • Consejo Técnico

3. Nivel de control • Auditoria Interna

4. Nivel de asesoramiento • Asesoría General
• Unidad de Desarrollo Organizacional
(UDO)

5. Nivel de apoyo directo al prefecto • Gabinete Prefectural
• Unidad de Estrategias de Desarrollo
• Unidad de Seguridad Ciudadana
• Unidad de Comunicación Social

6. Nivel ejecutivo y operativo: • Direcciones Departamentales:
- Dirección General de coordinación
- Dirección de Recursos Naturales y Me

        dio Ambiente
- Dirección de Desarrollo Productivo
- Dirección de Desarrollo Social
- Dirección de Desarrollo de Infraestructura
- Dirección Administrativa y Financiera
- Dirección Jurídica

• Servicios Departamentales:
- Servicio Departamental de Salud
- Servicio Departamental de Educación
- Servicio Departamental de Caminos
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- Servicio Departamental de Gestión Social
- Servicio Departamental Agropecuario
- Servicio Departamental de Fortaleci-
   miento Municipal y Comunitario

7. Nivel desconcentrado • Subprefecturas

• Corregimientos

En lo que corresponde al consejo departamental, la Ley Nº 1654 establece
las siguientes características y atribuciones:

Artículo 10. (Naturaleza). El consejo departamental es un órgano colegiado de consulta, control
y fiscalización, dentro del ámbito de sus atribuciones señ aladas en la presente L ey, de los actos
administrativos del prefecto.
Artículo 11. (Composición). El Consejo Departamento será presidido por el Prefecto y estará
compuesto de la siguiente manera:
U n ciudadano por provincia
U na representación por población equivalente al 5 0 %  del número de provincias, determinada
de acuerdo al siguiente procedimiento:

a) Se establece una cifra repartidora cociente igual al resultante de dividir la población total
del departamento entre el número de consejeros asignados por población.

b) L as provincias tendrán un consejero adicional, cuantas veces su población alcance la cifra repartidora
hasta llegar al máximo de consejeros por población establecida para el departamento.

c) Cuando siguiendo el criterio descrito en el inciso anterior, no se alcance a completar el
total de consejeros asignados por población, la distribución de los faltantes se hará sucesi-
vamente a cada provincia, según la proximidad relativa de su población respecto de la
cifra repartidora.

Artículo 14 . (Atribuciones). El Consejero Departamental tiene las siguientes atribuciones:
a) Aprobar planes, programas y proyectos para el desarrollo departamental presentados por

el Prefecto, en el marco del Plan General de Desarrollo Económico y Social de la Repúbli
ca. Controlar y evaluar su ejecución.

b) Aprobar el proyecto de presupuesto departamental presentado por el prefecto, para su
posterior tratamiento constitucional.

c) Aprobar el informe del prefecto sobre la cuenta departamental de ingresos y egresos ejecutada.
d) Fiscalizar los actos del prefecto, con excepción de aquellos referidos al ejercicio de las

atribuciones privativas del nivel central del Poder Ejecutivo.
e) Dictaminar sobre la conveniencia y necesidad de gestionar créditos para el departamen-

to, conforme a las disposiciones legales vigentes.
f ) Dictaminar sobre la suscripción de convenios interinstitucionales.
g) Autorizar los requerimientos de adquisición, enajenación y arrendamiento de bienes y de

la suscripción de contratos de obras y servicios públicos; para que el prefecto realice con la
mayor transparencia los procesos de licitación, contratación y su correspondiente supervi-
sión con sujeción a las normas legales vigentes.

h) Proponer la atención a las demandas y prioridades de la capital del departamento, provincias y
cantones.

i) Promover la coordinación de los gobiernos municipales y otras instituciones de su juris-
dicción.
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j) Promover la participación de la comunidad.
k) Requerir informes al prefecto sobre la gestión administrativa y, a través de él, a los subpre-

fectos y corregidores.
l) Representar ante el presidente de la República los actos y resoluciones administrativas del

prefecto, contrarios a la legislación vigente y a los intereses del departamento.
m) Emitir resolución de censura motivada contra el prefecto, por el voto de dos tercios de sus miembros.
n) Aprobar su reglamento de funcionamiento y procedimientos internos, para el ejercicio

pleno de sus atribuciones fijadas en la presente Ley.

En el Decreto Supremo Nº 24997 se precisan la naturaleza y composición
de los consejos departamentales

Artículo 1. (Naturaleza). En virtud a lo dispuesto por el artículo 1 0 de la Ley 1 6 54 , los consejos
departamentales como parte de la estructura de las prefecturas, son órganos colegiados de consul-
ta, control y fiscalización de los actos administrativos del prefecto. Ejercen dichas facultades de
conformidad a las atribuciones que les asigna dicha ley.
Artículo 2 . (Composición). Los consejos departamentales, de conformidad a lo establecido por el
artículo 1 1  de la Ley 1 6 54 , están presididos por el prefecto y se hallan integrados por: un conse-
jero por cada provincia del departamento (y) un número de consejeros por población, equivalente
hasta el 50% del número correspondiente a los consejeros por provincia. El número y procedencia
de los consejeros por población, debe ser determinado conforme al procedimiento señalado en los
incisos a), b) y c), numeral 2 ) del artículo 1 1  de la Ley 1 6 54 . Esta determinación se la efectuará

tomando como base la información estadística del último Censo de Población.

Una de las funciones de la prefectura es la promoción de la participación
popular. Al respecto, la Ley Nº 1551, en su artículo 25 (atribuciones del Pre-
fecto, subprefecto y corregidor) establece que «en el ámbito de su jurisdicción
y competencia, los prefectos, subprefectos y corregidores, promoverán, coor-
dinarán y apoyarán la participación popular, así como el ejercicio y cumpli-
miento de los derechos y obligaciones que esta ley define entre las organizaciones
territoriales de base y el Poder Ejecutivo. Asimismo, en el artículo 29 (Fondo
Compensatorio Departamental) determina que «a favor de los departamentos
que estén por debajo del promedio nacional de regalías departamentales por habi-
tante, se establece una compensación presupuestaria anual a cargo del Tesoro Ge-
neral de la Nación, por un monto que permita alcanzar este promedio».

3 .  LAS PREFECTURAS

VISIÓN GENERAL
Si bien en el país se ha promovido un debate público respecto del proceso

de descentralización y, específicamente, un debate sobre el nivel departamen-
tal, éste ha sido insuficiente y, en general, las prefecturas carecen de un sistema
de información  de un sistema de monitoreo, seguimiento y evaluación, como
instrumento interno de control de la gestión, que permitan a los habitantes de
los departamentos conocer y evaluar los resultados de la gestión. En otras
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palabras, la información existente acerca de las prefecturas es insuficiente
como para sacar resultados concluyentes acerca de su desempeño desde la
promulgación de la Ley de Descentralización Administrativa (LDA).

En relación con los recursos humanos del sector público, las prefecturas
concentran al 2% , mientras que el nivel municipal representa al 8%  y el
nacional al 90% . Estos datos manifiestan la centralización administrativa
existente en el país. En las prefecturas, la rotación de personal de una ad-
ministración gubernamental a otra es alta. En ese contexto, habría que
destacar también la alta rotación de personal que se produce con los cam-
bios de la primera autoridad departamental, al margen de si pertenece al
mismo partido o coalición de gobierno. Así, el estudio del VCG estipula
que el 77%  de las prefecturas muestra un nivel de rotación medio. Por
ejemplo, la prefectura de La Paz solo conservaba en 2001 cinco funciona-
rios de la gestión 93-97.

La concordancia entre el Plan General de Desarrollo Económico y So-
cial (PGDES) y los Planes Departamentales de Desarrollo Económico y
Social (PDDES) es sólo formal. Además, los PDDES y los PDMs ni si-
quiera tienen una concordancia formal. Es más, pese a la participación
también formal de los principales actores sociales e institucionales locales
en la elaboración de estos instrumentos, la mayoría de los planes departa-
mentales y municipales no se ejecutan en su verdadera integridad. Tampo-
co existe entre los niveles nacional, departamental y municipal una
estructura de seguimiento y control de la planificación.

Las Corporaciones Regionales de Desarrollo fueron abolidas a partir de
la LDA y su infraestructura, programas y proyectos fueron transferidos a
las prefecturas. Sin embargo, entre la población, existe añoranza por aque-
llas, en tanto se reconoce que, por su carácter «apolítico» y más técnico,
tenían un mejor funcionamiento que las actuales prefecturas. Se mencio-
na que aquéllas fortalecieron un importante capital humano y social en el
departamento. Sin embargo, pese a que la población considera que las
Corporaciones eran más eficaces que las prefecturas, los datos indican que
su funcionamiento, en materia presupuestaria era heterogéneo. El cuadro
1 muestra la ejecución de los presupuestos departamentales y las diferen-
cias del mismo entre corporaciones y prefecturas.

Asimismo, considerando los ingresos que obtuvieron las regiones en el
periodo 93-95, la participación regional en las inversiones ha bajado en la
mayor parte de los departamentos como consecuencia de la nueva distri-
bución de los recursos (Cuadro 2).

Si bien el presupuesto global de las prefecturas ha aumentado con
relación a las corporaciones, la mayor parte de los departamentos ha
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disminuido sus ingresos y, al mismo tiempo, se ha incrementado sus de-
mandas, aspecto que también atenta contra la gobernabilidad departamental
(Cuadro 3).

F u e n te : V ic e m in is te rio  d e  In v e rs ió n  P ú b lic a , 2000, c it. e n  B o rth , C .(2001)

DEPARTAMENTO

C h u q u is a c a
L a  P a z
C o c h a b a m b a
P o to s í
O ru ro
S a n ta  C ru z
T a rija
B e n i
P a n d o
TOTAL

PRESUPU.

39.741
50.802
54.151
38.148
33.980
89.738
47.205
26.670
18.181

39 8 .6 16

(% ) PART.

10,0
12,7
13,6
9,6
8,5

22,5
11,8
6,7
4,6

10 0 ,0

PRESUPU.

31.641
75.250
75.246
44.186
46.520
92.045
52.319
20.162
13.595

4 5 0 .6 9 4

(% ) PART.

7,0
16,7
16,7
9,8

10,3
20,4
11,6
4,5
3,0

10 0 ,0

CORPORACIONES 19 9 3-19 9 5 PREFECTURAS 19 9 7 -19 9 9

PARTICIPACIÓN REGIONAL COMPARADA EN INVERSIONES:
CORPORACIONES DE DESARROLLO Y PREFECTURAS

(En m iles de dólares)

Cuadro No. 2

F u e n te : V ic e m in is te rio  d e  In v e rs ió n  P ú b lic a , c it. e n  B o rth , C . (2001)

DEPARTAMENTO

C h u q u is a c a
L a  P a z
C o c h a b a m b a
O ru ro
P o to s í
S a n ta  C ru z
T a rija
P a n d o
B e n i
TOTAL

PRESUP

39.741
50.802
54.151
33.980
38.148
89.738
47.205
18.181
26.670

39 8 .6 16

EJEC.

21.516
42.080
27.248
23.459
23.994
70.925
29.305
8.136

14.324
26 0 .9 8 7

(% ) EJEC.

54,1
82,8
50,3
69,0
62,9
79,0
62,1
44,8
53,7
6 5 ,5

PRESUP

31.641
75.250
75.246
46.520
44.186
92.045
52.319
13.595
20.162

4 5 0 .9 6 4

EJEC.

32.031
49.570
63.910
26.348
23.783
66.714
37.085
11.395
14.807

325 .6 4 3

(% ) EJEC.

101,2
65,9
84,9
56,6
53,8
72,5
70,9
83,8
73,4
7 2,2

CORPORACIONES 19 9 3-19 9 5 PREFECTURAS 19 9 7 -19 9 9

 EJECUCIÓN COMPARADA DE PRESUPUESTOS DE INVERSIÓN:
CORPORACIONES DE DESARROLLO Y PREFECTURAS

(En m iles de dólares)

Cuadro No. 1
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EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑ O DE LA GESTIÓN PÚ BLICA
Conviene indicar la importancia de la evaluación de la política pública asu-

miendo el concepto de política pública como el «conjunto de decisiones que
se traducen en acciones estratégicamente seleccionadas. Su dimensión es pú-
blica por el tamaño del agregado social al que se dirigen y por el carácter
imperativo» (Schmitter, citado en Molina, 1997).

Uno de los problemas comunes de la estructuración de la política pública es
la ausencia de un método eficaz para evaluar los resultados de su gestión y
determinar el éxito o fracaso de sus intervenciones. En general, el interés ha
estado centrado en controlar los insumos y garantizar la observación de nor-
mas y procedimientos y no en la gestión por resultados y en la verificación del
ejercicio pleno de los derechos ciudadanos. Los indicadores de resultados son,
con frecuencia, omitidos por los políticos, funcionarios y la propia coopera-
ción internacional. Privilegian más el volumen que la calidad. Ahora, en un
contexto de crisis, la evaluación de las políticas sociales adquiere relevancia;
los grupos y los actores se interrogan sobre la utilidad y pertinencia de la inter-
vención social. Desde nuestra perspectiva, evaluar el rendimiento de la ges-
tión exige considerar las dimensiones de la economía, la eficiencia y la eficacia.

Una meta de la política pública puede consistir en ordenar las opciones para
la distribución y concentración de riquezas. En este caso, se trataría de una
meta de una política redistributiva, que provee criterios para la inclusión /
exclusión de las personas en un determinado sistema social.

Todo parece indicar que, pese a los intentos de implantar una reforma del
Estado, aquélla ha producido un modelo «híbrido» de gestión pública, ya que

Fuente: Viceministerio de Inversión Pública, 2000, cit. en: Borth, Carlos (2001)

DEPARTAMENTO

Chuquisaca
La Paz
Cochabamba
Potosí
Oruro
Santa Cruz
Tarija
Beni
Pando
TOTAL

Bs.

73.826
112.510
165.447
80.870
86.327

109.004
79.257
59.847
23.157

790.245

US$

12.004
18.294
26.902
13.150
14.037
17.724
12.887
9.731
3.765

128.495

Bs.

68.202
68.202

163.416
70.944

123.274
84.217

102.052
60.126
27.691

794.663

US$

11.090
11.090
26.572
11.536
20.044
13.694
16.594
9.777
4.503

129.213

EJEC.
(%)

92,4
84,2
98,8
87,7

142,8
77,3

128,8
100,5
119,6
100,6

PRESUPUESTADO EJECUTADO
G E S T I Ó N  2 0 0 0

PRESUPUESTO E INVERSIÓN PÚ BLICA 2000
DE LAS PREFECTURAS  DE DEPARTAMENTO

(En miles de Bs. y US$ )

Cuadro No. 3
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permanecen las características patrimoniales del mismo, las que contribuyen a
separar al Estado del ciudadano. Se puede constatar la ausencia de voluntad
política gubernamental y del sistema político para profundizar en el proceso
de reforma. A su vez, en el último tiempo, se ha retraído la participación
ciudadana y no se impulsan canales de participación y organización de los
actores departamentales, pese a los mecanismos existentes como el Diálogo
Nacional, el control social o la propia participación popular. La creciente des-
integración social debilita al ejercicio de la ciudadanía, situación que genera la
exclusión de amplios sectores poblacionales para la organización de la vida
colectiva.

Ante este panorama de escasa legitimidad y poca participación ciudadana
en el nivel departamental, la democracia representativa está en entredicho. La
opinión es que la democracia no se ha mostrado eficaz, ni equitativa. Los
datos demuestran que las prefecturas no son espacios de articulación ni de
mediación entre el Estado y la ciudadanía, ni de relacionamiento horizontal y
vertical de esta instancia estatal con los otros poderes del Estado.

Asimismo, desde la promulgación de la Ley de Descentralización, no se ha
producido en el país, un debate público que permita evaluar el desempeño de
la ley y proceder a algunas rectificaciones, pese a que actores sociales e institu-
cionales departamentales expresan críticas a la misma.

ESTADO DESCENTRALIZ ADO Y POLÍTICA SOCIAL
Los roles del Estado en la nueva agenda social implican indicadores especí-

ficos para evaluar su desempeño. El nivel del gasto social es un mal indicador
del desarrollo social porque no permite determinar si efectivamente se está
alcanzando el impacto esperado en las poblaciones destinatarias. Para que exista
impacto redistributivo del gasto social es necesario que exista mayor raciona-
lidad en la asignación de recursos. Esto se logra a través del conocimiento
generado a través de evaluaciones de impacto de políticas y programas.

En la actualidad, el rol del Estado en el campo social no puede ser conside-
rado como un estorbo para el mercado. El mercado tiene un potencial pro-
ductivo, pero, sin regulaciones, genera desequilibrios. Es preciso construir
nuevos equilibrios entre el Estado, el mercado y la sociedad civil. Sin un Esta-
do eficiente, el desarrollo es muy difícil de lograr. La política social es cada vez
más importante y el gasto social debe ser considerado como una inversión. La
política social requiere de un «Estado social inteligente» o Estado socialmente
necesario que otorgue:
• Servicios públicos para todos
• Una institucionalidad fuerte y eficiente
• Un sistema de información para el diseño y monitoreo
• Gestión interorganizacional de los programas sociales
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• Participación de las prefecturas y municipios en la política social
• Participación comunitaria
• Capacidad para «tejer» redes intersociales
• Transparencia
• Un enfoque de gerencia social

 Para ello, hay que despatrimonializar la concepción y prácticas estatales,
mejorar la eficiencia y la eficacia de la política pública, la transparencia de la
gestión, la previsibilidad y el sometimiento a la ley, el acceso de los ciudadanos
a la información y la rendición de cuentas, aspectos que, como veremos más
adelante, están ausentes de la gestión política de las prefecturas.

LOS SUPUESTOS DE LA REFORMA DEL ESTADO
Por «modernización del Estado» entendemos la transición de una adminis-

tración pública al servicio coyuntural de un partido, coalición o grupo corpo-
rativo, hacia otro «modelo» de administración pública al servicio de la
ciudadanía y de los intereses nacionales y regionales. El nuevo modelo de Es-
tado – que busca definirse como «socialmente necesario»–  se orienta hacia la
producción de resultados de calidad a menor costo y oportunidad tanto como
de amplia cobertura, previa la consecución de consensos institucionalizados.
Con la reforma en curso, se buscaría que los ciudadanos y la región estén
satisfechos con los bienes y servicios que brindan las prefecturas. La moderni-
zación debería permitir la construcción de una «demanda de comunidad re-
gional» actualmente ausente por el desencanto de la democracia y las
distorsiones producidas por el mercado.

Sin embargo, observamos que el actual «modelo» de administración prefec-
tural aún está caracterizado por el patrimonialismo, el autoritarismo, la exclu-
sión y la «endogamia política». En ese contexto, las voluntades políticas estatales
y sociales no podrán dotar a la región de nuevos mecanismos de integración
regional, social y política.

CONDICIONES DE LA MODERNIZACIÓN DE LAS PREFECTURAS
La modernización exige que la institucionalidad, los funcionarios y la socie-

dad estén abiertos al cambio, entendido y aceptado por los actores, quienes
deben comprometerse y empeñarse en alcanzar los objetivos que se plantea.
La reforma institucional trata de acercar la institución a la gente y sus necesi-
dades, de generar espacios de diálogo e interlocución entre Estado y sociedad
civil, y facilitar el ejercicio de los derechos ciudadanos. La modernización de
la prefectura, además de mejorar la calidad de vida de la gente, en concreto,
también debe contribuir al fortalecimiento de la democracia y a la creación de
certidumbres acerca del futuro. La reforma institucional requiere de liderazgo,
técnicas modernas de gestión, metas mesurables de desempeño, mecanismos
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de participación social y generación de consensos permanentes (Ardaya, R.,
2000).

4. CAPACIDAD DE GESTIÓN POLÍTICA DE LAS PREFECTURAS

DEFINICIÓN
Por «gestión política» entendemos aquí la capacidad de impulsar la cons-

trucción y consolidación de un sistema político departamental para lograr
procesos de concertación destinados a la generación de una visión compartida
de futuro para la región. La investigación realizada en el marco del estudio
mencionado buscaba evaluar la capacidad de gestión política de las prefectu-
ras para cumplir con los objetivos del proceso de descentralización y de de-
sempeño de las funciones y competencias que les atribuyen la Constitución y
las leyes. Se han identificado parcialmente los factores políticos y sociales que
influyen en el desempeño de las prefecturas, y la influencia e injerencia de la
administración centralizada en el sistema político departamental, especialmente,
en la conformación de una comunidad política. Las áreas de análisis fueron:
gobernabilidad, reforma del Estado y democracia.

GOBERNABILIDAD
En este contexto, se indagó la relación entre la democracia representativa

vigente en el país y los problemas de legitimidad de la primera autoridad de-
partamental. Esta relación tiene que ver con el origen de la representación y la
eficiencia de la gestión pública departamental. La democracia legitima el po-
der en todas sus vertientes; sin embargo, para el caso que nos ocupa, la legiti-
midad de la autoridad subnacional está sustentada, de acuerdo a ley, en la
delegación personal del presidente de la República, quien considera para su
designación solamente criterios personales y partidarios. Los actores sociales y
políticos departamentales no son tomados en cuenta en esta designación, lo
que influye en la capacidad de gestión y de concertación del Prefecto.

Para «medir» el grado de legitimidad hemos acudido a la imagen de los
Prefectos en la opinión pública y dentro del sistema político, de donde se
deduce que las capacidades de gestión están disminuidas por la escasa legiti-
midad que ostentan los prefectos debido al diseño estatal establecido, por el
que el presidente de la República designa a la autoridad departamental. De
este modo, el mandato reside en la persona y no en la institucionalidad estatal
intermedia. Esta designación y las consecuencias posteriores han ocasionado
una «sobrepartidización» de la administración estatal intermedia, la que se ex-
presa, a su vez, en una débil institucionalidad y escasa capacidad técnica y polí-
tica para intervenir en el desarrollo departamental. A su vez, la conformación de
una comunidad política regional no cristaliza por el reflujo de la participación
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ciudadana y el déficit de ciudadanía (en los que no se verifican progresos sus-
tantivos).

En lo que corresponde a la capacidad de gestión de los prefectos, para efec-
tos de este estudio, concebimos al liderazgo como la capacidad de movilizar a
la gente para que se enfrente a sus necesidades y problemas, y no como una
posición de autoridad en una estructura social, o como un conjunto de atribu-
ciones (Haifez, 1996). En este sentido, el liderazgo es la capacidad de movili-
zar a la gente. Desde esta dimensión se considera que, en general, ninguno de
los prefectos ostenta esa cualidad, en tanto que las regiones se debaten en pro-
fundos procesos de desintegración social y, en algunos casos, hasta de anomia.

Los procesos de movilización deberían estar enfocados a:
• Estimular cambios en la cultura política departamental, asociada al ante-

rior modelo de desarrollo, especialmente derivada del Estado de bienestar
y el choque frontal.

• Movilizar para la constitución de un sistema político departamental enfo-
cado a otorgarle al departamento una visión compartida de futuro y una
identidad, desdibujada en la actualidad por efecto de la transformación de
los roles del Estado y por efecto de la globalización.

• Fortalecer al tejido social para el ejercicio de derechos ciudadano y estimu-
lar a la constitución de redes locales, provinciales y departamentales.

• La prevención y resolución negociada de los conflictos para que éstos no
comprometan al sistema político nacional.

Sin embargo, las autoridades departamentales se caracterizan por:
• No asumir posiciones, ni ser parte de la resolución, ante el surgimiento de

conflictos que involucran demandas departamentales.
• No convocar a las brigadas parlamentarias, ni realizar un trabajo coordina-

damente estable. Son convocadas ante situaciones de movilización y emer-
gencia, y ante la proximidad de las efemérides departamentales.

• Cumplir el límite mínimo establecido por la ley en la convocatoria a los
consejos departamentales. Las organizaciones sociales y territoriales son
convocadas esporádicamente. El caso más generalizado es para la aproba-
ción del PDDES.

• Salvo casos muy excepcionales, no se conoce de casos de rendición de cuentas
a la población por parte del prefecto.

Como se ha mencionado, por atribución constitucional, el presidente de la
República designa al prefecto considerando, primariamente, lealtades perso-
nales y, secundariamente, lealtades partidarias. Por lo tanto, la elección del
Prefecto no responde a un consenso partidario o de la coalición y menos aún
al consenso de los actores departamentales. Este hecho afecta notoriamente a la
gobernabilidad y a la posibilidad de constituir un sistema político departamental.
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La ausencia de consensos entre la coalición podría explicar la fuerte inesta-
bilidad que agobia a los gobiernos departamentales, incrementando los nive-
les de ingobernabilidad en los departamentos. En efecto, el nivel de permanencia
de los prefectos es bajo y está motivado por la ausencia de una definición
política del Ejecutivo con relación a las regiones. Algunos informantes califi-
cados sostienen que las prefecturas se han convertido en el espacio del cliente-
lismo y de la práctica de la «endogamia política». La inestabilidad política se
observa en la siguiente gráfica.

En total, durante la gestión gubernamental de 1997-2002 se nombró 41
prefectos. El promedio nacional de permanencia de los prefectos fue de 6, 8
meses, aspecto que atentó contra la estabilidad institucional, ya que, pese a
que los prefectos pertenecían al mismo partido, muy pocos continuaron la
gestión política y administrativa del anterior. Asimismo, la inestabilidad de la
primera autoridad departamental ha provocado la excesiva rotación de perso-
nal en la administración departamental. Según se informa, «cada autoridad,
viene con su corte».

NÚMERO DE PREFECTOS POR DEPARTAMENTO
(GESTIÓN 1997-2002)

Grá fica No. 1
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REFORMA DEL ESTADO
En nuestro diagnóstico, el tema de la modernización del Estado o reforma

institucional parte de la constatación de la debilidad de la prefectura como
instancia rectora del desarrollo departamental y, por otro lado, la demanda
ciudadana para que la prefectura asuma el rol que le asignan la Constitución y
las leyes. Algunos elementos importantes de ese diagnóstico fueron la ausencia
de voluntad política y la debilidad gerencial de la institución.

En este contexto, es preciso reformar la manera cómo la prefectura se rela-
ciona con los actores y con la región, orientar el estilo de gestión hacia los
resultados y producir bienes y servicios que satisfagan a la ciudadanía. Esto es,
se aspira a lograr un cambio en la concepción misma de la producción del
servicio público. Para conseguirlo, se debe actuar en función de los modelos
de gestión y de los recursos humanos que operan los sistemas de administra-
ción. En definitiva, se persigue una nueva forma de organización y funciona-
miento de la Prefectura, adecuando su funcionamiento a las necesidades de
eficiencia y calidad, para resolver necesidades, aspiraciones y preocupaciones
de la ciudadanía en el ámbito de su competencia (Ardaya, R., 2000).

Uno de los primeros pasos para iniciar el proceso de una verdadera reforma
institucional es introducir el Estatuto del Funcionario Público en la prefectura,
que persiga funcionarios prefecturales idóneos, preparados y bien remunerados.
Este proceso también incluye el diseño e institucionalización de la capacidad
financiera de la Prefectura para garantizar sostenibilidad del proceso en el me-
diano plazo. La implantación de un proceso de esta índole requiere de consensos
que van más allá de los aspectos técnicos, administrativos o procedimentales.
Pero la modernización no puede detenerse en los aspectos hasta ahora mencio-
nados. La modernización también necesita incidir en la calidad y eficiencia del
gasto social y de las inversiones que se realizan, evitando la discrecionalidad y la
falta de transparencia en la gestión global de la prefectura.

Estos procesos deben también llevar a cambios en la cultura política, insti-
tucional y social y a la creación de una cultura de más colaboración entre los
actores, quienes restablecen a la comunidad regional y hacen el desarrollo de
la región. Con ello se quiere llegar a construir una prefectura eficiente, eficaz,
transparente y con participación social. Una prefectura al servicio de la pobla-
ción del departamento, con misión y visión de largo aliento e inserta en los
espacios nacionales, regionales e internacionales de integración. Asimismo,
una Prefectura que exhiba niveles de transparencia y un adecuado uso de los
recursos públicos. También, a través de la modernización, se quiere dotar a las
prefecturas de los necesarios niveles de estabilidad y continuidad institucional
al margen de los cambios políticos que deben producirse en las transiciones
gubernamentales.
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Todo esto, para lograr objetivos relacionados con producir más bienes y
servicios públicos en el marco de sus competencias con cobertura, calidad,
bajo costo y oportunidad, para recibir y canalizar adecuadamente la demanda
ciudadana y constituirse en un factor de integración social y, para articular los
intereses regionales y coordinar los esfuerzos públicos, privados, internaciona-
les en función del desarrollo regional.

Asimismo, es importante que la modernización del Estado recupere y po-
tencie la memoria institucional estatal y social en la región, y sirva de motor
para impulsar nuevas acciones y dotar de contenidos a la región. En ese con-
texto, la cultura política debe ser un apoyo permanente a la modernización en
la perspectiva de dotar a la región de esperanzas de futuro y de visiones opti-
mistas de pertenencia e identidad.

Otro tema de relevancia en el funcionamiento de las prefecturas es el
relativo a la equidad de género. Si bien todas tienen en su estructura una
Unidad de Género, dependiente de los SEDEGES, no se ha podido en-
contrar una consideración del tema ni en los programas ni en los proyec-
tos, así como tampoco el ejercicio de igualdad de oportunidades en la
distribución del ejercicio del poder y de la autoridad. Por ejemplo, de 63
direcciones departamentales, en la gestión 2001, sólo una ejercía tal fun-
ción; de 54 servicios departamentales, sólo tres eran mujeres y, finalmente
de 112 subprefectos, sólo tres eran mujeres.

Un aspecto importante relacionado con este tema es la constatación de que
la LDA no aclara suficientemente las competencias del nivel y sus relaciones
con los niveles nacional y local. En efecto, en muchas de ellas, sus atribuciones
se confunden con el nivel local. El proceso de descentralización producido
por las leyes bolivianas no ha dotado al nivel departamental de competencias
y atribuciones que le estimule a la tarea de articular y coordinar con los otros
niveles del gobierno y del Estado. Es más, informantes calificados opinan que
muchas tareas y funciones se han centralizado. Por ello, se puede afirmar que
las prefecturas funcionan como pequeños islotes del Estado en las regiones y
sin la delegación de poderes que podría aspirar cualquier proceso de descen-
tralización.

El estudio de los casos individuales muestra claramente que las tareas de
coordinación con el Poder Ejecutivo –en el último periodo, 2002 se reducen a
una reunión mensual de coordinación con el Ministerio de la Presidencia y a
reuniones esporádicas con los ministerios sectoriales que han desconcentrado
tareas en las prefecturas, especialmente Educación y Salud. Tampoco la coor-
dinación y articulación con otras prefecturas es política en su accionar. No
existe entre aquéllas la firme voluntad política de coordinar acciones con sus
similares. Los acuerdos realizados son puntuales y sin ningún seguimiento de
aquéllos.



114

Descentralización y Gestión Pública

La coordinación con el Poder Judicial es formal y eventual y no existe una
coordinación estrecha que permita fortalecer acciones y transparentar la ges-
tión. La coordinación con el Poder Legislativo es, como se observó, eventual y
a requerimiento de los conflictos emergentes en las respectivas regiones. Ello,
a partir de que las brigadas parlamentarias no tienen un funcionamiento real
en los respectivos departamentos y menos de coordinación con la gestión pre-
fectural. La coordinación de las prefecturas con la Corte Nacional Electoral es
inexistente, pese a que, como se mencionó, existe en las regiones una gruesa
cantidad de población indocumentada y a la retracción de la participación
ciudadana.

Una reforma del Estado que se ha estacionado en el cumplimiento de las
normas y procedimientos, necesariamente debe coordinar estrechamente con
la Contraloría General de la República. Se constató que todas las prefecturas
sostienen juicios por responsabilidades por la gestión pública, instaurados por
la Contraloría General de la República en áreas administrativa, penal y civil.
Así, a partir de informes especiales, se encontró que en la gestión 1995/2000,
en La Paz se sostienen 19 juicios de responsabilidades, en Beni 9, en Cocha-
bamba 14, en Chuquisaca 7, en Oruro 9, en Potosí 7, en Santa Cruz 7 y en
Tarija 5. Sin embargo, no se conoce casos en los que la Contraloría General de
la República en coordinación con las prefecturas y el Poder Judicial hayan
actuado para sancionar la impunidad provocada por el mal uso de fondos
públicos. En ese contexto, la Contraloría no ha mostrado flexibilidad para
ejercer sus funciones en vistas a la gestión por resultados.

La coordinación con los municipios es a través de la Dirección de Fortaleci-
miento Municipal y Comunitario y para llevar adelante proyectos de capacita-
ción en legislación, programación de operaciones y en sistemas de la Ley
SAFCO. Entre las prefecturas no existe la convicción de desempeñar compe-
tencias concurrentes y compartidas con los municipios. En general, cuando se
realizan estas competencias es cuando coincide la militancia política entre pre-
fecto y alcalde.

Otra novedad introducida con la LDA fue la creación de los consejos depar-
tamentales. En general, éstos funcionan en el nivel que establece la Ley, pero
sólo logran articular algunas demandas de sus municipios con las POAs de-
partamentales. En general, el de «consejero departamental» es un cargo hono-
rífico por el cual reciben remuneración diversa: en Potosí la más baja
remuneración (Bs. 1.200) y en Chuquisaca la más alta (Bs. 4.200).

En consecuencia, los casos estudiados muestran que pese a la existencia de
leyes y a la reforma del Estado, persiste en el nivel descentralizado una norma
de funcionamiento patrimonial, autoritaria y excluyente del Estado –lo de-
muestran los casos de observación de la CGR que no estimulan la participación



115

Descentralización y Gestión Pública



116

Descentralización y Gestión Pública

ciudadana. Como se demuestra, el fortalecimiento de la democracia y la crea-
ción de mecanismos que transparenten la gestión no son preocupaciones del
nivel departamental.

Por ello, con excepción del momento de formulación del PDDES, no se ha
podido encontrar programas de estímulo a la participación ciudadana en la
gestión y en el seguimiento de las actividades. Tampoco desde la prefectura se
estimula al procesamiento y autorregulación de las demandas las que se han
incrementado. La Prefectura es depositaria de una sobrecarga de demandas
que aquélla nunca podrá satisfacer, entre otras razones porque entre prefectu-
ra y ciudadanía no se ha definido un pacto que los corresponsabilice de las
tareas a cumplir de cara al desarrollo regional y al fortalecimiento de la demo-
cracia.

DEMOCRACIA
La democracia no puede limitarse sólo a la elección de los representan-

tes y de los gobernantes sino que, como perspectiva, debe producir una
ampliación del proceso y una profundización de la democraticidad dentro
de la democracia. Este último factor podría derivar en «una más equitativa
distribución de los recursos y las posibilidades políticas entre los ciudada-
nos» o «en una extensión del proceso democrático a instituciones impor-
tantes, gobernadas anteriormente, por un proceso no democrático» (Dahl,
citado en Pasquino, 1999).

Si bien Bolivia vive «desencantos» con la democracia representativa, la ma-
yor parte de la ciudadanía se adhiere a la democracia como la mejor forma de
gobierno. Sin embargo, en los departamentos, la democracia se asienta en un
«consenso pasivo» que dificulta el ejercicio de una ciudadanía activa y no exis-
te la convicción de la necesidad de profundizarla y ampliarla como una forma
de encarar la desintegración social y la incertidumbre en el futuro.

Los principales conflictos regionales presentes actualmente se refieren a:
• Titularización de tierras
• Conflictos de límites (715 en total)
• Conflictos relacionados con la pobreza (equipamiento e ingresos)
• Ausencia de liderazgo
• Demandas de participación ciudadana

 Como se ha mencionado a lo largo del trabajo, la resolución de los conflic-
tos departamentales, en general, no tiene asiento regional. Los conflictos se
nacionalizan y requieren la intervención del nivel centralizado para su resolu-
ción. La observación de los conflictos producidos en los últimos años permi-
tió constatar que el papel de los prefectos se reducía al de «anfitriones» de la
negociación entre el Poder Ejecutivo y las organizaciones sociales y políticas
del departamento.
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Pese a los niveles de desintegración social y anomia que se observan en todos
los departamentos por el debilitamiento del tejido social, en ellos existen to-
davía y, con distintos grados de organicidad, organizaciones y redes. Las prin-
cipales redes departamentales detectadas son:
• Central Obrera Departamental
• Federación Sindical Ú nica de Trabajadores Campesinos
• Federación Departamental de Empresarios Privados
• Unión de organizaciones de desarrollo social
• Comité Cívico Departamental
• Asociación Departamental de Municipios
• Iglesia católica
• Organizaciones de indígenas y ayllus
• Centrales indígenas
• Comités de vigilancia
• Asociaciones de profesionales
• OTBs
• Organizaciones de mujeres

 La democracia tiene una de sus expresiones más visibles en el sistema de
partidos. Para efectos de comparación, presentamos el siguiente cuadro que
muestra la distribución parlamentaria de la representación partidaria por de-
partamentos

De acuerdo a la información anterior, se observa que durante 1997-2002 el
sistema político departamental estuvo fuertemente influido por el nacional,
que tuvo siete partidos con representación parlamentaria. Destacaban La Paz
y Chuquisaca como sistema de «pluripartidismo fragmentado» y los de Beni y
Pando como los que tienen mayor tendencia bipartidista. Los departamentos
de mayor «homogeneidad» sociocultural y lingü ística tienen la característica

DEPARTAMENTO
Partido/Alianza

ADN/NFR
MIR/FRI
MNR
UCS
CONDEPA/  MP
MBL
IU
Total p artidos

BEN

X
X
X
X
-
-
-
4

CH Q

X
X
X
X
X
X
-
6

CBB

X
X
X
X
-
-
X
5

LPZ

X
X
X
X
X
X
-
6

ORR

X
X
X
X
X
-
-
5

PDO

X
X
X
-
-
-
-
3

PTS

X
X
X
X
X
X

6

SCZ

X
X
X
X
-
-
-
4

TJA

X
X
X
X
-
-
-
4

Total
Dp tos.

9
9
9
8
4
3
1

NÚMERO DE PARTIDOS CON REPRESENTACIÓN POLÍTICA POR
DEPARTAMENTO

(1997-2002)

Cuadro No. 4
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de agregar mayores consensos electorales. Cabe señalar que existe alguna co-
rrelación positiva entre el pluralismo político y electoral que demuestran la
mayor parte de los departamentos y la «preferencia por la democracia» con el
71,9% como promedio nacional, frente a Pando donde sólo el 52% de la
población se adscribe a ella (Seligson, 2001).

La correlación de fuerzas electorales se expresó también en el nombramien-
to de los consejos departamentales, donde predominaron los partidos de la
coalición. Destacó Pando, donde de ocho consejeros departamentales, siete
eran de ADN y uno del MIR. El nombramiento de los consejeros departa-
mentales responde a la negociación de las cúpulas partidarias y no siempre son
expresión de los intereses regionales. Muchos de ellos habitan en la capital
departamental y su desempeño está regido por el grado de responsabilidad
personal, ya que no existe ningún control ciudadano sobre su gestión. En
general, los Consejos Departamentales no son obstáculo para la gestión del
prefecto y sólo se conoce un caso de censura en Cochabamba y que dio lugar
a la destitución del prefecto.

La nueva correlación de fuerzas electorales se expresa en los resultados de las
elecciones generales de 2002 (cuadro 5).

 Los resultados electorales de 2002 muestran un cambio en la correlación de
fuerzas, y han modificado el mapa político departamental respecto del perio-
do anterior (cuadro 6).

Como consecuencia de los procesos de desintegración social y desencanto
por el sistema de partidos políticos y no con la democracia, como se observó
anteriormente, en el país se observó en el pasado inmediato, la emergencia de
grupos y movimientos asistémicos –no insertos en el actual sistema de parti-
dos y movimientos sociales– en los departamentos de La Paz, Cochabamba,
Tarija, Santa Cruz, Chuquisaca y Potosí. Destacan el Movimiento Sin Tierras
y la adhesión al movimiento liderado por el ex juez Costa Obregón. Sin em-
bargo, los resultados electorales de 2002 han incluido las demandas que por-
taban aquéllos y todo parece indicar que aquellos movimientos han encontrado
canales de expresión.

En lo que se refiere al tema de equidad en la gestión política y social de las
prefecturas, como se ha mencionado, se advierte que éstas no diseñan ni prac-
tican una gestión caracterizada por la equidad y la necesidad de solventar «dis-
criminaciones históricas» con ciertos sectores sociales. Así, se tiene, por ejemplo,
que la justicia étnica o de género no es parte del horizonte de la gestión públi-
ca descentralizada. En ese contexto, las mujeres, los indígenas y los jóvenes
están fuera de la gestión y de la posibilidad de ser beneficiarios de acciones
afirmativas que los incluyan en la comunidad política departamental. La si-
guiente relación da cuenta de la exclusión de aquellos sectores:
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• El número de mujeres como subprefectas alcanza a cuatro sobre 112 auto-
ridades existentes en las provincias del país. Sobre el número de indígenas
subprefectos, no se tiene información, pero existe coincidencia entre los
informantes en que ellos no son parte del nivel inferior de las prefecturas.

• Las prefecturas no disponen de información que muestre la relación de
proyectos urbanos y rurales en ejecución. Se presume que ello está condi-
cionado por el carácter rural o urbano del departamento.

• Sobre el número de mujeres y jóvenes en cargos de responsabilidad, se
constata que su presencia es mínima, en el caso de las mujeres, y ningu-
na, en el caso de jóvenes. El parámetro para la medición es considerar a
los jóvenes de entre 17 a 24 años.

DEPARTAMENTO
Partido/Alianza

MNR-MBL
MAS
MIR-NM
NFR
MIP
ADN
UCS-FSB
PS
Total

BEN

7
0
2
1
0
1
1
0
12

CHQ

5
2
3
2
0
1
1
0
14

CBB

3
9
1
7
0
0
1
0
21

LPZ

5
9
6
8
6
0
0
0
34

ORR

3
6
2
2
0
0
0
0
13

PDO

4
0
1
0
0
3
0
0
8

PTS

5
7
3
2
0
0
1
0
18

SCZ

11

2

6

4

0

0

1

1

25

TJA

4
0
7
1
0
0
0
0
12

Total
Dptos.

47
35
31
27
6
5
5
1

157

COMPOSICIÓN POLÍTICA DEL CONGRESO POR
DEPARTAMENTO, SEGÚN PARTIDO O ALIANZA

(Miembros titulares)

Cuadro No. 5

Fuente: CN E, 2002. Elaboración propia

DEPARTAMENTO
Partido/Alianza

MNR-MBL
MIR-NM
NFR
MAS
UCS-FSB
ADN
MIP
PS
Total partidos

BEN

X
X
X
-
X
X
-
-
5

CHQ

X
X
X
X
X
X
-
-
6

CBB

X
X
X
X
X
-
-
-
5

LPZ

X
X
X
X
-
-
X
-
5

ORR

X
X
X
X
-
-
-
-
4

PDO

X
X
-
-
-
X
-
-
3

PTS

X
X
X
X
X
-
-
-
5

SCZ

X
X
X
X
X
-
-
X
6

TJA

X
X
X
-
-
-
-
-
3

Total
Dptos.

9
9
8
6
5
3
1
1

NÚMERO DE PARTIDOS CON REPRESENTACIÓN POLÍTICA POR
DEPARTAMENTO

(2002-2007)

Cuadro No. 6
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• Existe generalizada ausencia del uso de los idiomas originarios en las pre-
fecturas del país, pese a que en algunos departamentos el idioma origina-
rio es de uso mayoritario y corriente y pese al precepto constitucional que
declara a Bolivia como multicultural y pluriétnica.

• Tampoco en las prefecturas existe información sobre corregimientos y el
ejercicio de aquellas funciones por parte de mujeres, jóvenes o indígenas.

Es más, en la gestión propiamente interna de las prefecturas, se ha observa-
do que son escasas las mujeres en responsabilidades de dirección de servicios o
unidades. Por supuesto, es notoria la ausencia de jóvenes e indígenas en aque-
llos espacios.

5. CAPACIDAD DE INVOLUCRAMIENTO SOCIAL DE LAS
PREFECTURAS

DEFINICIÓN:
Esta área temática de la investigación fue definida como la capacidad de las

prefecturas para involucrar a los actores sociales en los procesos del desarrollo
departamental, tomando en cuenta las funciones, atribuciones y competen-
cias establecidas en la Ley de Descentralización Administrativa y otras dispo-
siciones conexas. Las áreas de investigación fueron: relación entre prefecturas
y sociedad civil, involucramiento de actores sociales en procesos de planifica-
ción, relación entre demanda de la sociedad civil y oferta de la prefectura e
involucramiento de actores sociales en la ejecución de proyectos.

RELACIÓN ENTRE PREFECTURAS Y ORGANIZACIONES DE LA
SOCIEDAD CIVIL

El primer indicador analizado en esta área fue el grado de conocimiento que
tienen las organizaciones de la sociedad civil acerca de las funciones y atribu-
ciones de las prefecturas. Como resultado de las entrevistas se conoce que éste
es parcial, quizás por falta de difusión de la LDA. La mitad de las organizacio-
nes sociales entrevistadas identifican a la prefectura como entidad con doble
rol (político y técnico), la otra mitad tiende a identificarla con sólo uno de
estos roles. Por otra parte, más de la mitad de las entidades consultadas consi-
deran que las prefecturas no tienen capacidad de gestión y que no cumplen
con las atribuciones que les otorga la LDA. El 35% opina que tienen capaci-
dad de gestión, pero que no cumplen con sus atribuciones debido a factores
externos. Sólo el 14% cree que tienen capacidad de gestión y cumplen con sus
atribuciones.

Como tendencia general, las relaciones que mantienen las organizaciones e
instituciones de la sociedad civil con las prefecturas tienen una frecuencia «even-
tual», con propósito determinado. Las entidades agremiadas de «segundo piso»
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son las que más tienden a mantener relaciones permanentes con las prefectu-
ras. Como resultado de ese tipo de relación, la imagen social que tienen las
organizaciones de la sociedad civil de las prefecturas, en general, es de crítica
(55%); un alto porcentaje (36%) tiene una imagen muy desfavorable y la
minoría (9%) manifiesta criterios favorables hacia esta institución. Las críticas
más frecuentes son:
• Las prefecturas son entidades que operan más en función de intereses po-

lítico-partidarios que con visión técnica y con perspectiva en el desarrollo
departamental.

• Las consideran «el último botín» de los partidos en función de gobierno.
En general, hay una imagen negativa de los funcionarios de las prefectu-
ras, porque consideran que ocupan sus cargos por «mérito político», no
por capacidad profesional, lo que resta credibilidad a sus actuaciones.

• Piensan que los prefectos no tiene auténtico poder de decisión sobre los
asuntos que le competen porque la descentralización es parcial o inexis-
tente. Las decisiones, en última instancia, las toman las autoridades del
gobierno central, aún tratándose de temas netamente regionales en los que
no deberían inmiscuirse; por lo tanto, prefieren relacionarse con estas ins-
tancias, ya que obtienen más resultados haciendo gestiones directas con
éstas que con la prefectura.

• Esas condiciones determinan la débil institucionalidad de las prefecturas,
lo que acarrea una imagen de inseguridad jurídica que inhibe una aproxi-
mación más comprometida de las organizaciones para emprender proyec-
tos de riesgo compartido. La falta de institucionalidad se expresa en
inestabilidad funcionaria (empezando por los prefectos y terminando con
el personal técnico), frecuentes cambios en su estructura e improvisación.

• Otra crítica frecuente es su falta de capacidad para realizar una gestión trans-
parente y abierta hacia la ciudadanía. Las prefecturas, en general, carecen de
estrategias y sistemas de comunicación e información, exceptuando las cam-
pañas publicitarias que realizan periódicamente, más con sentido de «vender
imagen» que de mostrar sus logros y proyecciones futuras. Algunos piensan
que funcionan muy herméticas, que es muy complicado obtener informa-
ción, aun aquella de interés público y técnico para elaborar proyectos.

• Les reprochan de negligencia, excesiva burocracia y falta de oportunidad
en la toma de decisiones.

• A todas esas críticas se suma la percepción de la falta de solvencia econó-
mica para encarar proyectos de envergadura e interés regional, lo que las
obliga a ocuparse de «cosas pequeñas» e intrascendentes. Observan que los
proyectos «grandes» demoran años en madurar y mucho tiempo en con-
cretarse.
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INVOLUCRAMIENTO DE ACTORES SOCIALES EN PROCESOS DE
PLANIFICACIÓN:

Ocho de las nueve prefecturas –exceptuando Pando– han desarrollado pro-
cesos más o menos participativos de planificación para la elaboración de los
respectivos PDDES. Se diferencian entre sí por la calidad de estos procesos,
determinada por el contenido y propósito de los eventos, los productos y re-
sultados, los compromisos adquiridos para darle continuidad, etc., así como
por la cobertura de la convocatoria. Las instituciones participantes en la dis-
cusión del PDDES, en general, incluyen a:
• Gremios de empresarios
• Gremios sindicales
• Organizaciones de productores
• Universidades
• Colegios profesionales
• Comités cívicos
• Gobiernos municipales
• Comités de vigilancia
• Juntas vecinales
• Organizaciones territoriales de base
• Organizaciones de mujeres
• Otras organizaciones
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  La discusión de los PDDES es un acto inclusivo de las organizaciones
existentes en el departamento, pero, salvo en Santa Cruz, no existe un segui-
miento a su ejecución y menos existen los mecanismos de control del mismo.
Son pocas las prefecturas donde el PDDES se ha constituido en el ordenador
de la gestión. Tampoco desde el consejo departamental se ejerce un control a
la ejecución del PDDES, ya que la mayor parte de ellos son funcionales a la
gestión de las prefecturas. En ese contexto, ocho de los nueve departamentos
han publicado sus PDDES y uno (Potosí) no lo ha hecho.

En todos los departamentos funciona algún espacio de concertación públi-
ca-privada para articular acciones entre las prefecturas y la sociedad civil, pero
su funcionamiento suele ser irregular y no conduce a procesos más profundos
de coordinación y acuerdo. En este campo, se destacan las prefecturas del eje
central, sobre todo Santa Cruz, que es la única que ha instalado un consejo
departamental de planificación para dar continuidad al proceso del PDDES
desarrollado. Estos mecanismos son:
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Por otra parte, es notoria la baja capacidad de propuesta de las organizacio-
nes de la sociedad civil, aún cuando aproximadamente la mitad de las entida-
des entrevistadas señalan que han planteado «propuestas» de acción conjunta
a las prefecturas, analizando su contenido se advierte que tienen más caracte-
rísticas de demandas que de propuestas propiamente dichas, salvo contadas
excepciones. Esta apreciación se reconfirma cuando se establece que la mino-
ría (27%) ha suscrito algún tipo de convenio con la respectiva prefectura para
desarrollar algún proyecto de «riesgo compartido», donde su contraparte siem-
pre es minoritaria respecto de la que compromete la prefectura.

En el empeño de articulación entre las Prefecturas y la sociedad civil, los
Consejos Departamentales cumplen un rol muy disminuido, porque si bien la
mayoría de los entrevistados asegura haber realizado algún esfuerzo de articu-
lación, en verdad se trata de eventos auspiciados por los Gobiernos Municipa-
les donde ellos participan en calidad de invitados, recibiendo el mandato de
tramitar la inclusión de algunos proyectos en los POAs.  Razones para esto
existen y de sobra. Los Consejos no actúan con espíritu de cuerpo, su legitimi-
dad está cuestionada por el origen de su designación, las Prefecturas no asig-
nan presupuesto alguno para que ellos desempeñen estas funciones (sólo reciben
el reconocimiento –dieta– de su participación en sesiones ordinarias y ex-
traordinarias de Consejo), entre muchas otras.
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RELACIÓN ENTRE DEMANDA DE LA SOCIEDAD CIVIL Y OFERTA
DE LA PREFECTURA

En esta área, el primer dato confirmado es que la sociedad boliviana es alta-
mente demandante. Para el efecto, recurre a diversos métodos, desde la corres-
pondencia hasta las movilizaciones acompañadas de pliegos petitorios, pasando
por las audiencias y reuniones. Pero, ninguna prefectura cuenta con un siste-
ma de clasificación y codificación de la demanda, que sirva a efectos de segui-
miento y orientación de la planificación de corto plazo. La pertinencia de la
demanda es apreciable, generalmente solicita la intervención de las prefectu-
ras en áreas de su competencia.

En el orden de prioridades de la demanda de inversión se destacan los secto-
res de infraestructura vial, infraestructura de riego y apoyo a la producción y
electrificación rural, ocupando los primeros lugares, detrás de los cuales se
ubican en diferentes órdenes los otros sectores de competencia de las prefectu-
ras. En el área de servicios, la capacitación y asistencia técnica tiene el primer
lugar, la educación y la salud ocupan los siguientes lugares; pero la demanda es
ambigua, como lo son las competencias de las prefecturas en estos ámbitos.

El orden de prioridad de la oferta es diferente en cada departamento, res-
pondiendo a las necesidades de cada uno de ellos y, en muchos casos, a los
objetivos estratégicos definidos en los respectivos PDDES. En los tres prime-
ros lugares de la oferta de inversiones, vuelven a aparecer la infraestructura
vial, la infraestructura de riego y apoyo a la producción y la electrificación
rural. En el segun-
do grupo se ubican
la conservación y
preservación del
medio ambiente, la
promoción del tu-
rismo y la investiga-
ción y extensión
técnico-científica.
Coincidiendo con
la demanda, el úl-
timo lugar es ocu-
pado por los
programas de for-
talecimiento mu-
nicipal. En el área
de servicios, en
primer lugar está
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el sector educativo, luego se ubica salud, asistencia técnica y finalmente asis-
tencia social.

En comparación, el orden de prioridad de la oferta prefectural se aproxima
en gran medida al de la demanda, sobre todo en el área de inversiones (85%),
porque en el área de servicios la coincidencia es menor (73%). El promedio de
ambos (79%) se ubica en el nivel medio-alto de la escala establecida para la com-
paración de los órdenes de prioridades de la oferta y la demanda (gráfica 4).

INVOLUCRAMIENTO DE ACTORES SOCIALES EN LA EJECUCIÓN
DE PROYECTOS

En el análisis de esta área se han considerado varios factores. El primero de
ellos es el «potencial de involucramiento» de los proyectos que ejecutan las
prefecturas. Procesando la información obtenida en cinco prefecturas, encon-
tramos que casi la mitad (46%) tiene  bajo potencial por su propia naturaleza,
21% tiene potencial medio y 33% tiene potencial alto. Es decir que las prefec-
turas cuentan con una condición de arranque positiva, aunque no mayoritaria
en su cartera, para convocar a la participación de las organizaciones sociales en
la ejecución de proyectos que ejecuta. De las 61 entidades entrevistadas, 34
(55,7%) participan en proyectos ejecutados por las p refecturas o al menos los
conocen; las otras 27 (44,3%) no participan, por lo tanto tampoco conocen
los proyectos en detalle, por lo que no se animan a opinar al respecto.

TENDENCIA INCLUSIVA EN LA EJECUCIÓN DE PROYECTOS EN
CADA PREFECTURA, POR NIVELES DE PARTICIPACIÓN

Gráfica No. 5

Prefectura

N
iv

el
 d

e 
Pa

rt
ic

ip
ac

ió
n 

en
 p

ro
ye

ct
os AL TO

MEDIO

BAJ O

C
h
u
q
u
is

ac
a

C
o
ch

ab
am

b
a

Sa
n
ta

 C
ru

z

La
 P

az

O
ru

ro

B
en

i

P
o
to

sí

P
an

d
o



127

Descentralización y Gestión Pública

Para cualificar la participación se estableció una escala. Los resultados obte-
nidos señalan que casi todos los proyectos admiten la participación de las
organizaciones sociales en los tres niveles de la escala. Pero las tendencias se
inclinan a una mayor participación en el nivel bajo (46%), luego en el nivel
alto (32%) y finalmente en el nivel medio (22%). Las entidades con solvencia
financiera son las que más participan en niveles de decisión, las otras se con-
cretan a participar en los otros dos niveles.

El control social sobre los proyectos de las prefecturas es menor del espera-
do: 22 (38%) ejercen este derecho ciudadano, 34 (57%) no lo hacen. El con-
trol se da a través de diferentes métodos, como visitas in situ a los proyectos y
levantamiento de opiniones y denuncias en asambleas, que luego son transmi-
tidas a las prefecturas. Las entidades que no ejercen control suponen que no es
su función. La labor de fiscalización de los consejeros es limitada y voluntaria,
no cuentan con recursos para el efecto. Las respuestas de las prefecturas ante
estos actos de control y fiscalización son diferentes para cada caso; oscilan
entre la reticencia y la receptividad. Responden con más empeño a la fiscaliza-
ción que al control social.

Finalmente, se verificó que ninguna prefectura cuenta con sistemas de eva-
luación de la satisfacción de sus clientes (la población a la que sirven).

6. CONCLUSIONES

GESTIÓN POLÍTICA DE LAS PREFECTURAS
Como consecuencia de las hipótesis y la información empírica recabada, se

pueden encontrar algunas verificaciones a nivel nacional:
1) Gestión política del prefecto:
a) Todos los prefectos gestionan partidariamente la administración departamental.
b) La gestión política del prefecto adquiere más aceptación de la ciudadanía

cuanto más pluralismo demuestra en la gestión.
c) La administración adquiere legitimidad ante la capacidad política del pre-

fecto de obtener recursos extraordinarios en el gobierno central o en la
cooperación internacional.

d) Los prefectos que han logrado obtener recursos extraordinarios, tienen
mayor peso político ante el gobierno central y, por tanto, ante la ciudadanía.

e) La capacidad de gestión política está relacionada con la capacidad cliente-
lar del prefecto para obtener recursos.

f ) Un liderazgo sin visión estratégica correspondería a una región sin reivin-
dicaciones históricas. Frente a la movilización, aparece la dispersión en la
representación corporativa y política.

g) No existe un nuevo liderazgo regional, excepto en los departamentos de
Beni y Pando.
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h) Las condiciones políticas e institucionales generales afectan a la implanta-
ción de la reforma institucional.

i) No existe capacidad de las prefecturas para liderar un proceso de reforma
administrativa, ni existen condiciones generales de cultura institucional.

2) Gobernabilidad:
a) La eficiencia –obras y presupuesto– permite superar relativamente la ilegi-

timidad en el origen de la autoridad. Secundariamente, convergen la coor-
dinación interinstitucional y la coherencia partidaria.

b) El consenso partidario y de la coalición es insuficiente como soporte de
gestión, incluso como mera base política. Ello porque la coalición no ha
mostrado coherencia interna ni posibilidad de autorregulación.

c) La ilegitimidad nacional del partido de gobierno se transmite al prefecto.
d) La prefectura no expresa a las fuerzas sociales y políticas regionales sino, en

el mejor de los casos, a la coalición nacional de gobierno.
e) La dinámica política tiende a la dispersión antes que a la estabilidad de los

actores departamentales.
f ) La crisis se expresa bajo la forma política de crecimiento de los movimien-

tos antisistémicos.
3 ) Reform a institu cional y  adm inistrativ a:
a) Los procesos de reforma institucional se han iniciado en la mayor parte de

las prefecturas. Sin embargo, la reforma institucional no se consolida por
ausencia de voluntad política de las autoridades departamentales. En el
88,8% de las prefecturas, el proceso se ciñe al cumplimiento de normas y
procedimientos. Sólo en Oruro (11,2%) se ha iniciado un proceso que
engloba al conjunto de la institución.

b) No existe una explicación regional, sino la voluntad política de un prefec-
to sin militancia política.

c) La militancia partidaria de los prefectos condiciona a los procesos de reforma
institucional, porque éstos deben satisfacer demandas de la clientela partidista.

d) La reforma administrativa se inicia por imposición externa a las nueve
prefecturas.

e) La Contraloría General de la República impuso una determinada forma
de reforma administrativa.

4 ) Articu lación:
a) Las prefecturas no promueven la articulación del gobierno ni de otros po-

deres del Estado.
b) No existe concepción de un Estado articulado y con la posibilidad de fun-

cionamiento coordinado.
c) Las prefecturas que mejor articulación demuestran son aquellas dirigidas
por militantes con peso en el esquema político partidario nacional.



129

Descentralización y Gestión Pública

5) Ciudadanía y participación social y política:
a) Las prefecturas promueven la participación ciudadana en la discusión del

PDDES por imposición legal. Por ello, al margen de este procedimiento,
no existe otro mecanismo de participación.

b) Se trata de Estados subnacionales que no estimulan los derechos de ciuda-
danía.

c) No existe conciencia ciudadana, tejido social ni procesos de cogestión en
los departamentos.

d) Las organizaciones funcionales y territoriales se encuentran en una pro-
funda crisis.

e) La acción social tiende a desbordar a la institucionalidad y a presentar
procesos de desintegración social y anomia.

f ) Tampoco funciona el aparato institucional, como el consejo departamen-
tal. En cada departamento funcionan uno o dos consejeros que realizan
actividades relacionadas con la gestión, orientación de ciudadanos de pro-
vincia, seguimiento de proyectos, obtención de personerías jurídicas, en-
tre otros trámites.

6 ) Eq uidad:
a) En las prefecturas no existen políticas destinadas a superar la inequidad

regional o sectorial.
b) Las administraciones departamentales asumen la política pública con des-

tinatarios generales y amorfos.
c) La equidad no está presente en las decisiones ni en el funcionamiento del

aparato administrativo.
d) Se confunde «localización» del proyecto con verificación de una propuesta

de equidad.
Al igual que en otros países de la región, en Bolivia aún no se ha llegado a una

definición del nivel intermedio.  Ello, muy probablemente puede ser que obedez-
ca, por un lado, a que la creación de un nivel de gobierno local es reciente, con la
incorporación de la municipalidad a la organización territorial del Estado bolivia-
no; y, por otro lado, a que el Estado boliviano sigue concibiéndose espacialmente
como un sistema de control político antes que de organización territorial. Esto se
refleja plenamente en el carácter transicional, en unos casos, y arcaico, en otros
capítulos, que tiene la Constitución Política del Estado actualmente vigente.

Al no disponer de una concepción general de organización territorial, tam-
poco los diversos niveles subnacionales han alcanzado un estatuto de relación
entre ellos. El caso más global es que el nivel municipal se encuentra en pleno
proceso de adecuación institucional y administrativa, siendo que el nivel cen-
tral pretende readecuarse en competencias y funciones solamente en relación
con los municipios.
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De este modo, el nivel intermedio apenas alcanza a ser visto como canaliza-
dor de algunas iniciativas; pero, fundamentalmente, el espacio que le corres-
pondería trata de ser cubierto por un proceso de mancomunidades municipales,
sin que se le asigne ninguna otra especificidad.

Sin embargo, más allá de las concepciones administrativas y de descentrali-
zación, el nivel departamental recoge sobre sus espaldas todos los problemas
de la concepción tradicional del Estado, de la gestión pública y de la política.
En especial, la referencia es, por un lado, a una tradicional desconfianza de la
administración central respecto de las regiones y de los actores regionales, ape-
lando para ello al carácter unitario del Estado y, por otro lado, a la necesidad
del régimen presidencial de contar con una estructura de control clientelar de
la gestión política en cada una de las regiones/departamentos, generándose en
el gobierno central y en sus instancias políticas una enorme inseguridad de no
contar con esa forma de control.

En el caso boliviano, se ha desvirtuado la descentralización –entendida como
grados variables de autonomía subnacional– y se la ha confundido con complejos
sistemas de desconcentración a nivel departamental. Ciertamente, la tesis central
que sostiene este estudio es que no existe un nivel de gobierno departamental. La
afirmación se basa en varias constataciones ya enunciadas, como:
• El prefecto no es una figura representativa de la comunidad regional –no

existe ningún acto de delegación ni implícito ni explícito– y tampoco cuenta
con atribuciones, ni responsabilidades consignadas y derivadas de un man-
dato ciudadano.

• A su vez, la prefectura no corresponde, como organización institucional, a una
forma de gobierno asentada en una delegación ciudadana. La ausencia de go-
bernabilidad, entendida como la legitimidad y el ejercicio eficiente del gobier-
no, no permiten a las prefecturas constituirse en intermediarias, canalizadoras
y promotoras de la demanda ciudadana. En ese contexto, tampoco se observa
que aquellas intermedien y articulen lo nacional con lo local.

• Otro aspecto central y derivado de lo anterior es que las prefecturas no son
el espacio de democraticidad; es decir, no constituyen instancias de pro-
fundización de la democracia en las regiones ni son los espacios de garan-
tías para impulsar los derechos ciudadanos, menos aún el espacio para la
implantación de políticas públicas para impulsar la equidad y considerar
lo «abigarrado» de la formación social boliviana. Las prefecturas son sim-
ples administradoras de una delegación política que incluye la rutina ad-
ministrativa en el espacio departamental.

• Nuevamente, se reitera, la descentralización ha derivado en procesos inaca-
bados de desconcentración administrativa, sin que se observen impulsos que
deriven en una descentralización política.
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•  A ello se añade que, en general, las prefecturas no han logrado consolidar
la institucionalidad del Estado en el espacio local ni reformarlo para acer-
carlo al ciudadano y ofertarle los servicios que aquél requiere. Su funcio-
namiento clientelar ha impedido que se ejecute la reforma institucional y
que se apliquen los principios de la reforma administrativa sustentados en
la subsidiaridad, la flexibilidad y la coordinación en las políticas públicas,
así como tampoco se observan mecanismos que permitan la participación
ciudadana en la gestión pública. Asimismo, no existe voluntad política
para implantar una gestión política y administrativa transparente a los ojos
de la ciudadanía y de aquella forma demostrar que las prefecturas están al
servicio de la colectividad y no al servicio de un partido y/o coalición de
partidos. A ello ha contribuido, sin duda, el papel de la Contraloría General
de la República, que impulsa una administración del Estado sustentada en
los procedimientos y las normas, antes que en los resultados de la gestión.

• Asimismo, salvo una excepción, la modernización tecnológica y la profe-
sionalización de los servidores públicos no se encuentra en el horizonte de
la administración departamental, que sigue sin considerar la necesidad de
producir organizaciones con la necesidad de aprender y reformarse a sí
mismas. Este diagnóstico es importante para impulsar un modelo de ges-
tión pública descentralizada, que transforme la actual administración de-
partamental y la dote de eficiencia y eficacia para legitimarla ante la
ciudadanía.

• La sobrepartidización de la administración departamental ha llevado tam-
bién a que en las regiones no se haya constituido un sistema político de-
partamental que otorgue un sentido y visión compartida de futuro y que
lleve a la conformación de una comunidad política regional.

Al actual estado de situación han contribuido factores internos localizados
en la debilidad del tejido social que no impulsa estas reformas desde la socie-
dad civil; en la propia prefectura, que no asume su propia reforma  y externos
situados en la actual Ley de Descentralización Administrativa, que delega en
el presidente de la República la atribución del nombramiento, sin considerar
los consensos regionales, lo que da lugar al clientelismo y a la ineficiencia en la
prestación de los servicios públicos.

La estrategia de reforma institucional, entonces, debería consistir en la di-
rección y el uso que se les dé a los medios disponibles, incluido el capital social
y los espacios de concertación. Sin embargo, para conducir una estrategia exi-
tosa se requeriría de voluntad política y liderazgo, condición de posibilidad tal
como hemos citado antes.

La dirección estratégica está guiada por la visión del desarrollo que previa-
mente se habrá concertado con los actores claves y a través de los PDDES,
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consensuados y aprobados en cada una de las regiones. La estrategia determi-
nará el «momento», la focalización del uso, la cantidad y el tipo de recursos a
emplear. La dirección estratégica debe hacer parte de un modelo de gestión
pública descentralizada. Este modelo debe tener por características su orienta-
ción hacia el ciudadano y la comunidad regional; es decir, es esencialmente
externo. En ningún caso sobredimensiona los procesos y procedimientos ad-
ministrativos, la planificación, el tipo de relaciones y los productos. Tampoco
subestima los obstáculos y conflictos que supone un emprendimiento como el
planteado; simplemente los prevé y adelanta escenarios prospectivos y la reso-
lución concertada de los conflictos que pueda generar.

Finalmente, a siete años de aprobada la ley, es preciso reiniciar un debate sobre
la descentralización y readecuarla a las necesidades de la ciudadanía y de la nación.

INVOLUCRAMIENTO SOCIAL
A juzgar por los resultados, las prefecturas han desarrollado una capacidad

«intermedia» de involucramiento de los actores sociales en los procesos de
planificación y ejecución de sus proyectos. Pero, como cualquier generaliza-
ción, ésta oculta matices de diferenciación entre ellas.

El lugar que ocupan las prefecturas en el imaginario colectivo parece depen-
der de varios factores:
• Cuanto más «reducido» el departamento en términos de población y más

«limitado» en términos de condiciones básicas de desarrollo socioeconó-
mico, mayor es la importancia que adquiere la refectura como referente
del Estado y menor es su capacidad de respuesta a las múltiples demandas
que recibe.

• Asimismo, cuanto más alejada esté del gobierno central, tendrá mayor in-
fluencia y poder para desempeñar su rol político y menor capacidad para
ejercer su rol técnico de articulación del desarrollo departamental.

• Cuanto más eficiente hubiera sido la Corporación de Desarrollo, más ne-
gativa su imagen institucional (en la comparación, pierde).

Estas condiciones influyen definitivamente en la capacidad de involucramiento
de las prefecturas, porque particularmente esta capacidad está muy ligada a la
imagen social que ostenta. Sin embargo, como toda relación, también depende de
la capacidad organizativa, la representatividad y la legitimidad de las organizacio-
nes sociales, en las que se observa una tendencia al desgaste. En la mayoría de los
departamentos se ha observado que las organizaciones muestran poca fuerza para
representar los intereses de sus respectivos sectores.

Como conclusiones generales de esta área de análisis, tenemos:
1) Relacionamiento e imagen social:
a) Las prefecturas, en general, requieren diseñar estrategias comunicaciona-

les más eficientes para mejorar su imagen social. Sin embargo, éstas no
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tendrán resultado alguno si efectivamente no se superan las varias defi-
ciencias que muestran y que son objeto de una crítica despiadada por par-
te de la sociedad civil.

b) Para superar esas deficiencias hace falta un profundo cambio estructural
en el propio concepto de esta institución. Si no deja de ser «el último
botín» de la ambición clientelar de los partidos en ejercicio de gobierno,
continuarán siendo estigmatizadas como entidades de baja credibilidad.
Esto requiere una verdadera voluntad política de institucionalización, ven-
ciendo esta desgastada fase del proceso democrático, en la que aún no se
han superado viejas y arraigadas lacras de los gobiernos de facto, cuando
las instituciones del Estado eran objeto del manejo arbitrario del gobierno
de turno.

c)  Puesto que se observa una muy arraigada tendencia a establecer relaciones
muy superficiales, eventuales y de objeto determinado, también requieren
diseñar y aplicar estrategias de relaciones públicas con proyección en la
institucionalización de las mismas.

2)  Involucramiento en procesos de planificación: Como se ha establecido,
la capacidad de involucramiento de las prefecturas varía de un caso a otro.
Considerando esa diferenciación, a algunas prefecturas les corresponde em-
prender mayores esfuerzos de involucramiento que a otras. Algunas de las
medidas recomendables para mejorar esta área son:

a)  Diseñar estrategias de convocatoria y generación de consensos. Trabajar
en la elaboración de un «mapa» social del departamento para identificar
las organizaciones con mayor potencial de legitimidad y representatividad
y trabajar con ellas.

b) Convocar a las organizaciones de la sociedad civil a participar en un proce-
so colectivo de planificación estratégica, usando el PDDES existente como
referente para la reflexión (aplicar la guía metodológica existente para este
propósito).

c) Concluir el proceso, organizando instancias de concertación público - pri-
vadas que le den seguimiento y continuidad y que tengan capacidad de
decisión. Este proceso también logrará resultados exitosos de largo plazo si
concluye con la suscripción de compromisos para desarrollar iniciativas de
riesgo compartido entre el Estado y las organizaciones de la sociedad civil.

d) Sensibilizar al equipo técnico de la prefectura en la necesidad de contar
con un PDDES participativo.

e) Concluir el proceso con la constitución de una instancia público-privada
encargada de darle seguimiento y continuidad o, en su caso, asegurar la
sostenibilidad de los espacios de concertación existentes y ampliar la estra-
tegia hacia otros sectores dinámicos del desarrollo regional.
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f ) Promover la discusión colectiva de proyectos de iniciativa privada para
determinar su factibilidad y suscripción de compromisos concretos para eje-
cutar proyectos de riesgo compartido entre entidades públicas y privadas.

g)  Ofrecer apoyo técnico a entidades del sector privado con el propósito de
fortalecerlas en su capacidad de organización y gestión. Reactivar y legiti-
mar entidades con potencialidades para aglutinar a la sociedad civil en
torno a objetivos departamentales estratégicos.

h)  Fortalecer al consejo departamental como instancia de representación y
definición de estrategias, dotándole de los recursos necesarios para asumir
las responsabilidades, funciones y atribuciones que le marca la LDA.

3) Relación entre oferta y demanda:
a) Para lograr una adecuada aproximación de la oferta y la demanda es preci-

so involucrar a la sociedad civil en el proceso de planificación del desarro-
llo departamental y constituir instancias de concertación que aseguren la
adecuada aplicación de los recursos públicos en proyectos que satisfagan
las necesidades sentidas de la población; por lo tanto, en cualquier caso las
recomendaciones propuestas para el área de involucramiento en la planifi-
cación se convierten en condición de arranque para este tema.

b) Si el proceso de planificación cumple con las condiciones antes señaladas,
es altamente probable que se logre una mayor proximidad entre la oferta y
la demanda, generando condiciones para garantizar la sostenibilidad de las
inversiones públicas.

c) Los consejos departamentales deben ser fortalecido como instrumentos
articuladores de la inversión pública entre los niveles departamental y mu-
nicipal, de modo que la inversión del nivel departamental resulte más con-
currente con la del nivel municipal. Para operar esta estrategia se requiere
otorgar al CD un presupuesto destinado a generar y desarrollar iniciativas
que les permitan una mayor aproximación a los GM de sus respectivas
provincias, como ser eventos destinados específicamente a conciliar los
POAs de los municipios con los de la prefectura.

d) Trabajar con las instancias permanentes de concertación propuestas en la
anterior área para generar consensos en torno de los temas estratégicos del
desarrollo departamental, concentrando la inversión pública en proyectos
articuladores y generadores de efectos multiplicadores.

e) Fortalecer los espacios permanentes de concertación para generar consen-
sos en torno de los temas estratégicos del desarrollo departamental, con-
centrando la inversión pública en proyectos articuladores y generadores de
efectos multiplicadores. En la medida en que se vigoricen estas instancias y
participen en la planificación de corto plazo, esta relación puede alcanzar
un nivel mayor.
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f ) Ampliar la base social con la que se relaciona la prefectura, prestando aten-
ción a las demandas que plantean las organizaciones de la sociedad civil.
Convocar a sectores que no fueron incluidos en el proceso de elaboración
del PDDES a trabajar estrategias conjuntas de solución de sus demandas.

g) Crear sistemas de clasificación y codificación de la demanda que llega a la
prefectura por distintos medios, haciendo un seguimiento sistemático de
las tendencias, para adecuar a éstas la elaboración de POAs (oferta).

4) Involucramiento en ejecución de proyectos:
a) Por lo que se ha visto, en general las prefecturas tienden a involucrar a las

organizaciones de la sociedad civil en los niveles bajos de participación, en
la ejecución de los proyectos. Por lo tanto, en general es preciso ampliar e
incentivar la participación organizada de los actores sociales en los proyec-
tos de desarrollo departamental, sobre todo en los que tienen potencial
alto para ello. Las prefecturas deben diseñar y aplicar estrategias de pro-
moción de la participación ciudadana en los proyectos que ejecutan, sobre
todo en los que han sido concebidos como «proyectos de desarrollo» (ru-
ral, humano, sostenible, o de cualquier otra índole similar).

b) Las prefecturas deberían analizar el potencial de involucramiento de cada
proyecto, y considerar la creación de instancias de involucramiento de las
organizaciones de la sociedad civil implicadas, según sector al que benefi-
cia cada proyecto. Incluir el componente de desarrollo social, asegurando
el funcionamiento de una instancia (comité de proyecto) de toma de deci-
siones compartidas en cada proyecto, sobre todo en los que tienen alto
potencial de involucramiento, a la que deleguen la responsabilidad de los
resultados y productos, encargada de vigilar su ejecución (ejercer control
social), tomando parte en la gestión y en la toma de decisiones.

c) En el marco de las instancias de concertación antes señaladas, la prefectura
tendría la oportunidad de difundir los proyectos que ejecuta y motivar la
participación organizada de los actores sociales en los mismos.

d) Una estrategia de corto plazo podría ser delegar la responsabilidad de eje-
cución de este tipo de proyectos a las ONGs o IPDS que han generado
experticia en el diseño y la aplicación de estrategias, métodos y técnicas de
involucramiento de las organizaciones de base en la ejecución de los pro-
yectos.

e) Se ha podido advertir que algunas prefecturas asumen un rol muy pa-
ternalista y autocrático en la toma de decisiones referidas a la aplica-
ción de inversiones públicas. Para revertir esta situación, hace falta un
profundo cambio en la cultura organizacional y una revisión de la mi-
sión de la prefectura que debería servir como instrumento catalizador
del desarrollo, dejando el rol paternalista asumido. Esto implica una
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decisión de cesión democrática del poder, lo cual requiere de un largo
proceso de maduración social, por lo tanto difícil de revertir en plazos
cortos. Estas prefecturas requieren desarrollar un proceso de reingeniería
organizacional, como parte de la elaboración del plan estratégico institu-
cional.

7. TEMAS PARA EL DEBATE
Para concluir, proponemos algunos temas para el debate.
El nivel departamental y su forma de gobierno deben redefinirse, lo que

ocasiona nuevas ecuaciones institucionales en relación con los otros niveles de
gobierno. En el plano metodológico, cabe organizar la discusión sobre el nivel
departamental, a título de sugerencia, sobre la base de las siguientes preguntas:
• ¿Cómo se concibe al nivel intermedio?
• ¿Cuál es el grado de autonomía para el que recibe un mandato ciudadano?
• ¿Cómo debe definirse el nivel intermedio entre las posibilidades de:

- «intermediador» (fundamentalmente entre municipalidades y el gobier-
no central);
- «canalizador» (vía para redistribuir transferencias económicas, por ejem-
plo, desde el nivel central hacia las municipalidades; u ordenador y pre-
sentador de las demandas de los municipios hacia los correspondientes
niveles del gobierno central);
- «representante» (forma representativa de la población de la unidad sub-
nacional con atribuciones y funciones dentro de un marco institucional
para la forma de gobierno);
- «coordinador» (vínculo entre las diferentes modalidades de política pú-
blica sectorial y complemento, dentro de sus respectivas autonomías, a los
diferentes municipios);
- «contralor» (evaluación de desempeño, control social y político de la
institucionalidad correspondiente, auditor de algunas «cuentas» de la polí-
tica pública).

En suma, se trata de vincular los niveles de autonomía del nivel intermedio
(y de cada nivel subnacional) con el contexto de modernización y globaliza-
ción.

 Los temas prioritarios que esperan resolución en el ámbito intermedio son:
• La coordinación de las delegaciones sectoriales intermedias de la adminis-

tración pública.
• La articulación democrática entre el gobierno central y los habitantes del

nivel intermedio.
• La vinculación del nivel intermedio con los niveles central y local de la

gestión pública a través de la intermediación, canalización, promoción,
delegación y representación.
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• La determinación de la estructura organizativa del nivel intermedio y la
determinación de sus competencias y responsabilidades.

• El nivel subprefectural como apoyo a la gestión intermedia.
• El establecimiento de los regímenes fiscal, administrativo, funcional y de

control interno del nivel intermedio.
• El mejoramiento y fortalecimiento de la eficiencia de la administración

pública en la prestación de servicios.
• Las relaciones interinstitucionales del nivel intermedio con otros niveles

de gobierno.
• La propuesta de una forma de solidaridad mediante sistemas de compen-

sación económica en función de necesidades insatisfechas y los objetivos
de desarrollo e ingresos y gastos actuales, pasados y comprometidos.

• La potenciación de la participación ciudadana; la promoción de un pacto
de desarrollo para el aprovechamiento de las oportunidades; y el auspicio
de la planificación participativa del desarrollo del nivel.

• La promoción de la mancomunidad de la gestión municipal para gestio-
nar eficazmente la infraestructura y los servicios.
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